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/ACCIÓN POPULAR/ FIJACIÓN DE COSTAS Y RENUNCIA-/ RECURSO DE CASACIÓN/ NIEGA. 
Como se ve, se suprimió expresamente la obligación de fijar el valor de las agencias en derecho en la misma providencia, como venía ocurriendo, deslindando, como es claro, la condena en costas, que es una cosa, y su liquidación, que es otra

(…)

De manera que algún sentido debe dársele a esa modificación, que, en criterio de esta Sala, consiste en que el monto de las agencias en derecho se señala por separado de la providencia que impone la condena.

Aunque, a decir verdad, toda la protesta del coadyuvante se viene a menos, pues en este caso concreto ni siquiera habrá lugar a señalar agencias en derecho en esta sede, porque el único favorecido con las costas en segunda instancia fue el recurrente y él renunció a ese beneficio, lo que se aceptó por la Sala. De manera que la discusión de las de primera instancia debe surtirse ante la funcionaria que instruye, según se dijo.  
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Se decide sobre la manifestación que en la audiencia del primero de agosto del corriente año hiciera el señor Javier Elías Arias Idárraga acerca de que proponía recurso de casación, o el que fuera pertinente, lo que reitera en los escritos que anteceden. 

  



En la audiencia de alegaciones y fallo realizada en esa fecha en esta acción popular iniciada por Uner Augusto Becerra Largo, coadyuvado, entre otros, por el señor Arias Idárraga, contra el Banco de Colombia, sede de la carrera Bolívar No. 51-12 de Santa Bárbara (Antioquia), se revocó la sentencia de primer grado y se concedió el amparo impetrado, a la vez que se ordenó lo conducente a la entidad y se le condenó en costas en ambas instancias a favor del recurrente en segunda instancia y de este y el demandante en primera. Allí se advirtió que las agencias en derecho se fijarían por separado; además, que como el recurrente había renunciado anticipadamente a las costas, ello era inviable.

  



El señor Arias Idárraga, impugnante, dijo que interponía recurso de reposición, aclaración, adición, apelación, queja, súplica, insistencia, o el recurso procedente según el artículo 318 del CGP. Insistió en ese momento en renunciar a las agencias en derecho, en primera y segunda instancia. Luego solicitó que se fijaran las agencias en derecho en la audiencia; además, que el auto se notifique para poderlo recurrir, incluso si se produjera por fuera de audiencia.  

  



Este magistrado sustanciador, resolvió aceptar la renuncia a las costas, acatando lo dispuesto por el artículo 365-9 del CGP, a consecuencia de lo cual, señaló que no le asistía otro interés, pues si alguien pudiera verse afectado con la fijación de agencias en derecho, serían quienes no renunciaron a ellas.

  



A ello, replicó señalando que, entonces, presentaba recurso extraordinario de casación, sobre lo cual se resuelve, bajo estas: 

  



CONSIDERACIONES

  
1. Son varias las razones que expondrá esta Sala Unitaria Sala para negar el recurso de casación interpuesto y, en todo caso, las solicitudes del impugnante. 

2. La primera, es que, al margen de la discusión que podría suscitar el hecho de que se trata de una acción popular, en cuya ley regulatoria (472 de 1998) no se incluye la casación como medio de impugnación, a la vez que el artículo 334 del estatuto procesal civil tampoco prevé su procedencia, es lo cierto que el artículo 338 ibídem, al señalar la cuantía del interés para recurrir, dijo que se excluyen de ella las sentencias dictadas en las acciones de grupo y populares, con lo que podría entenderse que sí es viable este recurso vertical. 

Aunque esa norma fue corregida por el artículo 6 del Decreto 1736 de 2012, precisamente para dejar por fuera las acciones populares, bien se sabe que, de momento, esa norma se halla suspendida, en virtud de lo resuelto por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, en providencia del 19 de diciembre de 2016, adoptada en el radicado 110010324000 2012 00369 00, de manera que la lectura del artículo 338, hasta tanto se mantenga esa medida, debe hacerse incluyendo tales acciones. 

Sin ir lejos, en la acción popular radicada al número 66001-31-03-004-2015-00242-01, otra Sala de esta Corporación concedió el recurso de casación interpuesto por el señor Javier Elías Arias Idárraga y, sin reparo alguno, fue admitido por la Sala de Casación Civil de la Corte, en auto del 10 de octubre de 2017, aunque luego se declaró desierto, con providencia del 15 de diciembre de ese mismo año, con lo que entiende esta Colegiatura que para la máxima Corporación, a pesar de la restricción de la Ley 472 y del artículo 334 citados, es viable el recurso, a la luz del artículo 338, en su redacción original. 

Por tanto, como no se requiere cuantificar el interés para recurrir, se abriría paso el mismo. 

La cuestión es que, como el mismo artículo 334 lo reseña, tal medio de impugnación procede contra las sentencias proferidas por el Tribunal Superior en segunda instancia. Y sucede que, en este caso, la decisión atacada no fue la sentencia misma proferida por esta Sala, sino un auto posterior que emitió el magistrado sustanciador, que admitió la renuncia de las costas que hizo el señor Javier Elías Arias Idárraga, único recurrente, porque así lo permite el numeral 9 del artículo 365 del Código General del Proceso.

En tal medida, se incumple ese primer presupuesto básico para la concesión del recurso. 

3. La segunda, radica en que toda la protesta deriva de que no se fijen las agencias en derecho en esta sede, dentro de la audiencia, o por fuera de ella, pero con auto que se notifique, con el fin de poderlo recurrir. 
A este respecto, cabe anotar, por una parte, que la casación es un remedio para controvertir la decisión del Tribunal en lo que a la afectación del derecho sustancial discutido se refiere, no para ventilar cuestiones relacionadas con las costas o las agencias en derecho, como desde antaño lo ha señalado la jurisprudencia y lo reiteró recientemente en la providencia AC2729-2018, radicación 11001-02-03-000-2017-02824-00, del 29 de junio de 2018, en la que dijo: 
Lo hasta ahora discurrido conduce a concluir que la casación estuvo bien denegada y así será declarado, pues ciertamente los impugnantes no tienen el interés para recurrir que alegan, toda vez que el perjuicio ocasionado en la sentencia del Ad quem, no se alcanza el rango determinado en la ley para cuestionarla a través de la censura extraordinaria ni es dable adicionar a dicha suma el valor de las costas fijadas a cargo de la parte vencida, porque ellas no forman parte de la relación jurídica sustancial que determina el interés patrimonial de las partes en contienda. 

Y por la otra, que la cuestión atinente a las agencias en derecho es un debate que no corresponde a esta instancia, mucho menos a la casación, pues el mismo debe darse cuando se realice la liquidación concentrada ante el funcionario de primer grado, de acuerdo con lo reglado por el artículo 366 del CGP.  
Agrégase, sin embargo, que sobre este particular las modificaciones que trajo el CGP fueron relevantes.  Un vistazo a los antecedentes del Código General del Proceso, permite comprender que entre el segundo debate (en Cámara) y el tercero (primero en el Senado), hubo una variación sustancial. En efecto, en aquél, la norma propuesta, artículo 365, decía en sus primeros numerales: 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código. 

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe. 

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella. En la misma providencia se fijará el valor de las agencias en derecho que deban ser incluidas en la respectiva liquidación. (negrillas y subrayas propias)
En tanto que en el primer debate en el Senado, se aprobó esa norma, en sus iniciales reglas, así: 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, suplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código. 

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe. 

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella. (resaltado fuera de texto). 
Como se ve, se suprimió expresamente la obligación de fijar el valor de las agencias en derecho en la misma providencia, como venía ocurriendo, deslindando, como es claro, la condena en costas, que es una cosa, y su liquidación, que es otra. Para ello, se dio una explicación durante la presentación de la ponencia, en estos términos: 

Artículo 365. Condena en costas. Al numeral segundo de la norma se le suprimió el deber del juez de la respectiva instancia fijar las agencias en derecho que se hayan causado en el trámite del que haya conocido. Lo anterior se debe a que, como se explicará en la modificación al artículo que sigue, se propone concentrar la liquidación de costas y agencias en derecho en un único momento, ante el juez de primera instancia.

De manera que algún sentido debe dársele a esa modificación, que, en criterio de esta Sala, consiste en que el monto de las agencias en derecho se señala por separado de la providencia que impone la condena.

Aunque, a decir verdad, toda la protesta del coadyuvante se viene a menos, pues en este caso concreto ni siquiera habrá lugar a señalar agencias en derecho en esta sede, porque el único favorecido con las costas en segunda instancia fue el recurrente y él renunció a ese beneficio, lo que se aceptó por la Sala. De manera que la discusión de las de primera instancia debe surtirse ante la funcionaria que instruye, según se dijo.  
  
No sobra señalar, sin embargo, que el auto que señala tales agencias en derecho es de simple trámite, o como señala el artículo 299 del CGP, de “cúmplase”, por eso no se notifica; recibida la orden por el secretario, este procede a efectuar la liquidación, la pone a disposición del funcionario para que la apruebe o la modifique y tal providencia es susceptible de los recursos que en cada caso sean pertinentes, obviamente, si se trata de una acción popular, teniendo en cuenta las reglas especiales que sobre impugnaciones traen los artículos 36 y 37 de la Ley 472 de 1998. 

   
DECISIÓN

  
En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, NIEGA el recurso de casación interpuesto, como también, si se entendiera que fue otro el recurso interpuesto,  la solicitud de la fijación de agencias en derecho que, en el presente caso, no tiene lugar, por cuanto el recurrente renunció a las costas decretadas a su favor en esta sede, así como a las que le fueran reconocidas por la primera instancia. 
    



En firme este auto, vuelva la actuación al juzgado de origen. 
Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  
Magistrado 
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